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El TS deniega 
a Perera que 
una faena sea 
propiedad 
intelectual 

NO SE PUEDE REGISTRAR

EFE 
MADRID

El Tribunal Supremo ha de-
sestimado un recurso presen-
tado por el torero extremeño 
Miguel Ángel Perera, que ha-
bía solicitado inscribir en el 
registro de la propiedad inte-
lectual una faena realizada  
el 22 de junio de 2014 en la 
Feria de San Juan de Badajoz. 
Bajo el título ‘Faena de dos 
orejas con petición de rabo al 
toro Curioso nº 94 (...)’, Perera 
solicitó inscribirla como 
«obra» en el Registro de la 
Propiedad Intelectual de Ex-
tremadura. Pero dicho Regis-
tro rechazó la petición del to-
rero, que presentó una de-
manda contra esta decisión 
al argumentar que el toreo es 
un arte y la faena de un tore-
ro una manifestación artísti-
ca, una obra de arte, una crea-
ción artística original. Pero la 
demanda fue desestimada 
por un juzgado pacense y por 
la Audiencia, que entendie-
ron que la faena de un torero 
carece de la condición de 
creación artística susceptible 
de protección como obra de 
propiedad intelectual, una 
decisión que ahora ha ratifi-
cado el Supremo.  H

La exalcaldesa 
de Helechosa 
de los Montes, 
culpable de 
malversación

DINERO PÚBLICO

REDACCIÓN 
CÁCERES

La exalcaldesa del municipio 
pacense de Helechosa de los 
Montes (unos 650 habitantes), 
Julia Sánchez, ha sido declara-
da culpable de malversación 
de fondos públicos. La Fiscalía 
la acusaba de apropiarse de 
un total de 16.000 euros en el 
año 2011, una cuantía que co-
bró cuatro días antes de salir 
de la alcaldía por dietas y des-
plazamientos, según informa-
ba ayer Canal Extremadura. 

De este modo, la Fiscalía 
pedía cuatro años de prisión 
para la exregidora por el deli-
to de malversación de cauda-
les públicos. Ahora el juicio 
queda visto para sentencia a 
la espera de que el magistra-
do establezca la condena per-
tinente en función de la peti-
ción realizada de las partes 
implicadas. H

El fiscal pide 16 años de cárcel 
para los dirigentes UPA-UCE

PROCESO POR LA ‘OPERACIÓN TELLUS’

b Les sitúa como  
responsables de  
un entramado para 
defraudar 4,3 millones

R. CANTERO 
region@extremadura.elperiodico.com 
CÁCERES

b Señala que entre 
2010 y 2015 practicaron 
una «financiación 
encubierta» de la opa

E
l Ministerio Fiscal conside-
ra que la organización 
agraria UPA-UCE creó un 
entramado con el fin de  

«apoderarse de la totalidad de las 
subvenciones comunitarias por 
asesoramiento de manera rápida, 
eficaz y minimizando los costes 
económicos» y que gracias al mis-
mo gestionó 4.342 expedientes de 
solicitud por los que se hizo con un 
montante de 4,3 millones que des-
tinó a la apropia organización.  

El escrito de acusación es un 
nuevo paso derivado del proceso 
judicial abierto a raíz de la ‘Opera-
ción Tellus’ puesta en marcha por 
la Guardia Civil en 2016. En él, la 
Fiscalía solicita penas de prisión pa-
ra los siete acusados en el proceso, 
entre ellos el secretario general de 
la organización, Ig-
nacio Huertas y el 
secretario de Ad-
ministración, Ma-
ximiano Alcón, pa-
ra los que pide res-
pectivamente has-
ta 16 años de pri-
sión y una multa 
de 33 millones co-
mo máximos responsables de todo 
ese entramado. Además pide hasta 
10 años y 4 meses de prisión para 
Miguel Leal (secretario de organiza-
ción), José Cruz (secretario de Ac-
ción Sindical) y María Antonia Alca-
lá (vicesecretaria general); 9 años y 
6 meses de cárcel para Gervasio 
Martínez (director del proyecto téc-
nico de las subvenciones); y para 
Juan Manuel Apolo, trabajador 
considerado el contable de la orga-
nización agraria, el fiscal pide has-
ta 6 años de prisión, según consta 
en el escrito de acusación al que ha 

tenido acceso este diario. A este úl-
timo le aplica, eso sí, los atenuantes 
de confesión y reparación del daño.  

A todos ellos les considera auto-
res de los delitos de fraude en sub-
venciones, falsedad documental, 
blanqueo de capitales y pertenen-
cia a organización criminal en dis-
tinto grado, según el escrito de acu-
sación pública.  

 
DE 2010  A2015/ A través de una nota 
de prensa, la Fiscalía de Mérida ex-
plicó ayer que «los hechos por los 
que se formula acusación se refie-
ren al periodo temporal que com-
prende los años 2010 a 2015» y se li-
mitan a la «presunta creación de 
un entramado organizativo, con 
distintos niveles de responsabili-
dad de acuerdo al cargo ocupado 
por los encausados». Este sistema 
estaba encaminado supuestamen-
te «a destinar fondos procedentes 

de subvencio-
nes del Fondo 
Europeo Agrí-
cola de Desarro-
llo Rural, de la 
Comunidad Au-
tónoma de Ex-
tremadura y 
del Ministerio 
de Agricultura, 

Alimentación y Medio Ambiente, a 
fines diferentes a los establecidos 
por la reglamentación que los regu-
la, y más en concreto, para lograr 
en última instancia una financia-
ción encubierta del propio sindica-
to», señala la Fiscal Jefe. 

En 60 páginas, la Fiscalía desgra-
na cómo la organización agraria 
creó supuestamente un mecanis-
mo para destinar  «a su propio be-
neficio» los fondos destinados a su-
fragar parcialmente los gastos de 
los honorarios por los asesoramien-
tos para el cobro de las subvencio-

33 Miembros de la Guardia Civil, en uno de los registros en 2016.
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nes a agricultores y ganaderos. A es-
tos los  califica como «meros instru-
mentos para el fin defraudador 
predeterminado».  

El fiscal recoge en su escrito, fe-
chado el 8 de enero,  que poco antes 
de enero del 2010 fueron precisa-
mente Ignacio Huertas y Maximia-
no Alcón quienes «ordenaron tanto 
la organización de un proyecto téc-
nico consistente en la planificación 
de los asesoramientos a realizar» 
para la obtención de las subvencio-
nes «como una planificación finan-
ciera» para que la obtención de las 
subvenciones repercutieran en la 
organización profesional agraria. 
Al resto de los integrantes de la Co-
misión Ejecutiva Regional de UPA-
UCE los sitúa como conocedores 
del procedimiento, al que «dieron 
su beneplácito».  

 
EL PROCEDIMIENTO / Con eso encar-
garon presuntamente a Juan Mi-
guel Apolo, «la ideación de un siste-
ma que permitiera al sindicato 
conseguir ese objetivo». Una vez 
ideado se puso a su disposición «la 
organización, estructura y jerar-
quía de la organización», afirma. Es 

a Juan Miguel Apolo al que se atri-
buye la creación del «carrusel»  por 
el que supuestamente se realizaron 
pagos a agricultores y ganaderos a 
través de una sociedad interpuesta 
(Servicios Integrales Extremeños, 
SIEX) que previamente les había fa-
cilitado las cantidades a abonar. «El 
fraude financiero se sustenta en 
que las operaciones de préstamos y 
adeudos que se realizaban eran fic-
ticias», señala la Fiscalía. 

El Ministerio público pide ade-
más para la organización agraria 
UPA-UCE una multa 11,1 millones 
de euros por un delito continuado 
contra la hacienda pública de frau-
de en subvenciones (8,6 millones 
de euros) y por un delito continua-
do de blanqueo de capitales. 

La Fiscalía de Mérida ha recor-
dado que el escrito de calificación 
provisional carece de eficacia jurí-
dica aún, «puesto que están pen-
dientes de resolución varios recur-
sos interpuestos contra el auto de 
procedimiento abreviado». La reso-
lución no es firme, por tanto, hasta 
se decida si se desestiman esos re-
cursos y se dicta el posible auto de 
apertura de juicio oral.  H

También pide penas 
de entre 6 y 10 años 
para los otros cinco 
acusados por su 
distinta participación

«La Fiscalía desprecia e ignora pruebas contundentes»
la reacción de UPA-UCE

crito de acusación, «desprecia e ig-
nora las contundentes e incuestio-
nables pruebas que, mediante de-
claraciones testificales ante la 
Guardia Civil y el juzgado instruc-
tor, los informes emitidos por el 
Banco de España a través del Servi-
cio Ejecutivo para la Prevención 
del Blanqueo de Capitales 
(Sepblac), así como los informes de 
los servicios de la Consejería de 
Medio Ambiente y Rural, Políticas 
Agrarias y Territorio y la Interven-
ción General de la Junta de Extre-
madura, y también el material in-

La organización agraria UPA-
UCE Extremadura ha expresado 
este jueves su más absoluta «sor-
presa y rechazo» al conjunto de 
delitos con los que Ministerio Fis-
cal acusa a los investigados en la 
denominada ‘Operación Tellus’, 
que consideran «magnificados 
desorbitadamente por las conde-
nas que reclama sin justificado 
soporte probatorio contra la or-
ganización, sus dirigentes y tra-
bajadores», señalan. 

 En una primera valoración, 
UPA-UCE considera que, en su es-

cautado e investigado en la propia 
sede de la organización. Todos 
ellos, a su juicio, «demuestran la 
correcta actuación de UPA-UCE Ex-
tremadura y la efectiva prestación 
del servicio de asesoramiento a los 
agricultores y ganaderos que fue-
ron los efectivos beneficiarios de 
las subvenciones concedidas por la 
Junta de Extremadura», señalan. 

 En opinión de UPA-UCE, «la 
única explicación posible al escri-
to de acusación es la de tratar de 
justificar su improcedente y desor-
bitada solicitud» de mantener en 

prisión incondicional durante 
tres meses a Ignacio Huertas y 
Maximiano Alcón». 

La organización recuerda que 
la Junta de Extremadura, que 
inicialmente se personó como 
acusación, se ha apartado del ca-
so, «reconociendo la inexisten-
cia de perjuicio para la adminis-
tración». «Sin fraude de subven-
ciones que perjudique a las arcas 
públicas no existe ni falsedad do-
cumental, ni blanqueo de capita-
les ni, menos aún, organización 
ni grupo criminal», defienden. H
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